HOMICIDIO AGRAVADO

RADICACIÓN: 660016000035201900703-01 

PROCESADO: JCRM

REVOCA Y ADMITE PREACUERDO

A N° 075

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
PREACUERDO / HOMICIDIO AGRAVADO / VÍCTIMA, MENOR DE EDAD / ES PROCEDENTE DESECHAR EL AUMENTO PUNITIVO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 14 DE LA LEY 890 DE 2004 / BAJO LA CONDICIÓN DE QUE EL PROCESO NO RECIBA NINGÚN OTRO BENEFICIO.
… la jurisprudencia ha permitido que en casos como el que ahora nos concita, donde se prohíbe la concesión de algún tipo de beneficios al haber resultado afectado el bien jurídico de la vida de un menor de edad, se pueda hacer dejación del incremento de penas fijado en la Ley 890/04, ante la imposibilidad que tiene el vinculado, muy a pesar a la aceptación de cargos, de percibir algún tipo de contraprestación cuantitativa en la sanción a imponer. (…)
En relación con ese criterio la Alta Corporación indicó que igualmente resulta aplicable en aquellos eventos en los cuales se procede por los delitos de secuestro y homicidio doloso cometidos contra niños, niñas o adolescentes, y el acusado se allana a cargos o preacuerda con la Fiscalía sin obtener descuentos o beneficios, acorde con la proscripción contenida en el artículo 199 numeral 7º del Código de la Infancia y la Adolescencia. Textualmente se dijo:

“[…] en los eventos de secuestro y homicidio doloso, como antes de la entrada en vigencia de la Ley 890 de 2004, incluso desde el Código Penal de 2000, ya se preveían circunstancias de agravación derivadas de la minoría de edad de la víctima, el incremento generalizado de penas del mentado artículo 14, pierde su razón de ser si el procesado opta por la celebración de un preacuerdo o una negociación o decide allanarse a los cargos, pues no se hará benefactor de la significativa rebaja que prevé la ley procesal para el efecto y aun así, se mantendrá un mayor juicio de reproche por afectar los derechos de niños, niñas y/o adolescentes, dado que el incremento por esa condición de la víctima no sufre modificación alguna si se desecha el citado aumento […]
“Reitera entonces la Sala que en los delitos de secuestro y homicidio doloso cuando el ofendido es menor de edad, como ocurre en este evento, es posible desechar el aumento que impone el artículo 14 de la Ley 890 de 2004, pero solo si el llamado a responder opta por aceptar su culpabilidad por vía del preacuerdo o el allanamiento”
REPÚBLICA DE COLOMBIA

PEREIRA-RISARALDA
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RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

    Pereira, veintitrés (23) de octubre dos mil diecinueve (2019)

  ACTA DE APROBACIÓN No 955
  SEGUNDA INSTANCIA

	Fecha y hora de lectura: 
	Octubre 23 de 2019. 1:06 a.m.

	Imputado: 
	JCRM

	Cédula de ciudadanía:
	1.006.291.502 expedida en Pereira (Rda.)

	Delito:
	Homicidio agravado

	Procedencia:
	Juzgado Cuarto Penal del Circuito con funciones de conocimiento de Pereira (Rda.)

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por Fiscalía, Ministerio Público y Defensa, contra la providencia interlocutoria de septiembre 20 de 2019 por medio de la cual se inadmitió un preacuerdo. SE REVOCA


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes

La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:

1.1.- Los hechos tuvieron ocurrencia en marzo 07 de 2019, entre las 12:00 y 12:30 horas aproximadamente, en un potrero del sector “La Loma”, hacienda “el Cofre” del Corregimiento de Puerto Caldas de Pereira (Rda.), cuando el joven JCRM, aprovechándose de su situación de indefensión, por motivo abyecto y con sevicia, le propinó treinta puñaladas al menor JAMV, lo que conllevó a su deceso.

1.2.- Adelantadas las labores investigativas pertinentes, a instancias de la Fiscalía, se llevaron a cabo las audiencias preliminares (marzo 30 de 2019), por medio de las cuales: (i) se legalizó la captura del señor JCRM; (ii) se le formuló imputación por el delito de homicidio con circunstancias de agravación -arts. 103 y 104 nums. 4, 6 y 7 C.P.- los cuales NO ACEPTÓ; y (iii) se le impuso medida de aseguramiento de detención preventiva en establecimiento carcelario.

1.3.- La Fiscalía presentó el respectivo escrito de acusación (mayo 23 de 2019), por medio del cual ratificó los cargos imputados al señor JCRM, mismo que le fue asignado al Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira (Rda.) ante el cual se llevó a cabo la formulación de acusación (junio 20 de 2019), y en septiembre 20 de 2019, cuando se realizaría la audiencia preparatoria, el objeto de la misma se varió por una verificación del preacuerdo celebrado entre la Fiscalía y el acusado. En efecto, el delegado fiscal expresó se había presentado un consenso consistente en que el procesado aceptaba su responsabilidad a cambio de la inaplicación del incremento de penas contemplado en el art. 14 de la Ley 890/04, como de manera pacífica lo ha sostenido la jurisprudencia. Tal petición fue coadyuvada por la delegada del Ministerio Público y por el defensor del acusado, sin presentarse objeción alguna por parte de la apoderada de la víctima
1.4.- La a quo consideró que el art. 199 de la Ley 1098/06 no prohíbe la posibilidad de realizar preacuerdos, sino que limita la concesión de beneficios o rebajas derivados del mismo, y en este caso existe un provecho de esa aceptación de cargos negociada, ya que la pena como está concebida en la actualidad, es superior a la que tenía prevista la Ley 599/00 para el homicidio, toda vez que la Ley 890/04 señaló que a partir de la entrada en vigencia del sistema penal acusatorio los delitos sufrirían incrementos y determinó su tope, siendo esa norma la usada en la generalidad de casos cometidos, y por ende el atribuir una sanción diferente derivada de una negociación implicaría una reducción punitiva, máxime que dicha normativa se estableció para cuando la persona de forma voluntaria acepta su responsabilidad, sin condicionamientos, pero acá se dio fue producto de un convenio que para el despacho difiere de la figura de la aceptación de cargos.

1.5.- El fiscal, la delegada del Ministerio Público y el defensor del procesado se mostraron inconformes con tal proveído, e interpusieron recurso de apelación que sustentaron en los siguientes términos:
1.5.1.- Fiscal -recurrente-
Pide se revoque lo decidido al considerar como errada la interpretación de la a quo, quien niega la inaplicabilidad de la Ley 890/04 al estimar que comporta una rebaja de pena, toda vez que de acuerdo con la jurisprudencia con ello no se da ningún tipo de beneficio punitivo, en tanto la inaplicación de una norma no comporta en sí mismo tal situación, y por el contrario lo que debe analizarse es el principio de proporcionalidad que debe ser respetado, lo que no se cumple cuando ante una desmesurada carga que se impone con el incremento de penas de la Ley 890/04 no se otorgan privilegios por expresa prohibición legal, situación que desde todo punto de vista es desmedido. En este asunto debe respetarse tal principio y desatenderse el incremento porque en realidad no constituye una disminución de pena. 
1.5.2.- Ministerio Público -recurrente-
Solicita que se revoque la decisión adoptada y se apruebe el preacuerdo celebrado, por cuanto este no comporta rebaja de pena alguna. Y si bien es un caso de aceptación de cargos por la vía de un preacuerdo, ello igualmente podría haber ocurrido por allanamiento, a consecuencia de lo cual es factible hacer uso del criterio jurisprudencial relativo a la no utilización del incremento punitivo de la Ley 890/04, como se plasma en diversas decisiones de la Corte Suprema donde se sostiene que se puede acudir a dicha inaplicabilidad siempre que el acusado preacuerde con la Fiscalía o se allane a cargos sin obtener contraprestación alguna, situación que es precisamente la que acontece en el presente asunto. Agrega que en el preacuerdo celebrado se da una aceptación simple y llana de responsabilidad, por lo que debe declararse su viabilidad y revocarse la providencia emitida para que se imponga la sanción sin el referido incremento.

1.5.3.- Defensor -recurrente-

Reclama que se revoque lo decidido y se apruebe el preacuerdo, al considerar errada la interpretación realizada en la instancia, lo que sustenta en jurisprudencia de la Sala de Casación Penal por cuanto no se puede desatender que el allanamiento se homologa al preacuerdo, y el no tener en consideración el aumento de la Ley 890/04 no constituye beneficio punitivo alguno, ni afecta los derechos de los menores, en tanto el reproche penal se mantiene intacto. Estima que no se puede obligar al acusado a ir a un juicio cuando de manera anticipada opta por declinar de su presunción de inocencia, y en este caso la jueza confundió la compensación y rebaja de pena con la inaplicabilidad de la ley sustancial, con lo cual desatendió los precedentes de cierre, no obstante que el preacuerdo se ajusta a la legalidad.
1.5.4.- Por parte de la apoderada de víctimas, no se realizó pronunciamiento alguno en calidad de no recurrente.
1.6.- Sustentada en debida forma la apelación, la a quo concedió el recurso en el efecto suspensivo con el fin de desatar la alzada.
2.- Para resolver, SE considera
2.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de acuerdo con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 178 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 90 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por partes habilitadas para hacerlo -en nuestro caso Fiscalía, Ministerio Público y Defensa-.

2.2.- Problema jurídico planteado
El asunto que concita la atención de la Sala se centra en determinar si la decisión de la titular del Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), al improbar el preacuerdo celebrado entre el ente persecutor y el acusado debidamente asistido, con fundamento en que con la inaplicabilidad del incremento contemplado en la Ley 890/04 se estaba concediendo una reducción punitiva que iría en contravía de lo que dispone la Ley 1098/06, es o no una determinación ajustada a derecho.
2.3.- Solución a la controversia

De la situación fáctica esgrimida en la audiencia por medio de la cual la Fiscalía sustentó la viabilidad de impartir legalidad al preacuerdo suscrito con el acusado JCRM, se observa que el disenso presentado frente a la decisión adoptada por la funcionaria a quo radica esencialmente en la existencia o no de una rebaja punitiva a la que se haría merecedor el procesado de llegarse a aprobar dicha negociación, la cual a la luz de lo reglado en el canon 199 de la Ley 1098/06 se encuentra prohibida toda vez que la víctima en este evento fue un menor de edad.

Antes de ingresar en el fondo del tema, la Sala empezará por manifestar que al señor JCRM le fue imputada por la Fiscalía General de la Nación la conducta de homicidio con circunstancias de agravación  -arts. 103 y 104 num. 4, 6 y 7 C.P.-, misma que no aceptó y por lo cual hubo lugar a radicar en su contra escrito de acusación, para posteriormente proponerse -al momento de la audiencia preparatoria- una terminación anticipada por la vía de la negociación.
Del contenido del preacuerdo que ahora concita la atención del Tribunal y de la exposición que realizó en su momento el señor fiscal, se desprende que el señor JCRM aceptó cargos por la conducta a él atribuida, a cambio de que se procediera una condena pero inaplicando al momento de dosificar la sanción el incremento punitivo al que hace alusión el art. 14 de la Ley 890/04.

Como es sabido, la figura de los preacuerdos y negociaciones y su control por parte del juez, como así lo ha referido la H. Corte Suprema
, fue prevista con la finalidad de humanizar la actuación procesal y la pena, obtener pronta y cumplida justicia, activar la solución de los conflictos sociales que genera el delito, propiciar la reparación integral de los perjuicios ocasionados con el injusto, y lograr la participación del imputado en la definición de su caso. Por tanto, la Fiscalía y el imputado o acusado podrán llegar a negociaciones que impliquen la terminación del proceso a voces del art. 348 C.P.P.

En este preciso asunto, se aprecia que la funcionaria de primer nivel improbó el mencionado preacuerdo al considerar que conllevaba un beneficio a todas luces prohibido, por cuanto en la conducta atribuida resultó afectado un menor de edad, tal cual lo dispone el canon 199 num. 7º de la Ley 1098/06. Por ende –aseguró- que obrar en esa dirección sería reconocer al acusado la aplicación de una pena inferior a la que en la actualidad corresponde a la generalidad de ese tipo de conductas conforme lo consagra la Ley 890/04.

Frente a tal postura, la totalidad de intervinientes con legítimo interés para recurrir mostraron su inconformidad, con excepción de la apoderada de víctimas quien guardó silencio al respecto -aunque no tuvo objeción alguna con el preacuerdo presentado en su oportunidad-. Todos al unísono consideraron que la postura jurisprudencial sobre el tema permite que por medio de un preacuerdo e incluso en un allanamiento a cargos, las personas vinculadas por delitos cometidos contra menores de edad puedan aceptar cargos a cambio de inaplicar el incremento punitivo al que alude la norma en mención.

En efecto, como así lo refirió la Fiscalía al exponer sus argumentos para la validación del preacuerdo, lo mismo que en lo indicado por la agente del Ministerio Público y retomado por la Defensa, la jurisprudencia ha permitido que en casos como el que ahora nos concita, donde se prohíbe la concesión de algún tipo de beneficios al haber resultado afectado el bien jurídico de la vida de un menor de edad, se pueda hacer dejación del incremento de penas fijado en la Ley 890/04, ante la imposibilidad que tiene el vinculado, muy a pesar a la aceptación de cargos, de percibir algún tipo de contraprestación cuantitativa en la sanción a imponer. 

Véase que en principio la Sala de Casación Penal, mediante sentencia CSJ SP, 27 feb. 2013, Rad. 33254, precisó que el incremento general de penas previsto por el artículo 14 de la Ley 890/04, no tiene aplicación cuando el investigado propicia la terminación anticipada del proceso por la vía de los allanamientos o los acuerdos, y no recibe a cambio privilegios o descuentos punitivos en virtud de la prohibición contenida en el artículo 26 de la Ley 1121 de 2006.

En relación con ese criterio la Alta Corporación indicó que igualmente resulta aplicable en aquellos eventos en los cuales se procede por los delitos de secuestro y homicidio doloso cometidos contra niños, niñas o adolescentes, y el acusado se allana a cargos o preacuerda con la Fiscalía sin obtener descuentos o beneficios, acorde con la proscripción contenida en el artículo 199 numeral 7º del Código de la Infancia y la Adolescencia. Textualmente se dijo:
“[…] en los eventos de secuestro y homicidio doloso, como antes de la entrada en vigencia de la Ley 890 de 2004, incluso desde el Código Penal de 2000, ya se preveían circunstancias de agravación derivadas de la minoría de edad de la víctima, el incremento generalizado de penas del mentado artículo 14, pierde su razón de ser si el procesado opta por la celebración de un preacuerdo o una negociación o decide allanarse a los cargos, pues no se hará benefactor de la significativa rebaja que prevé la ley procesal para el efecto y aun así, se mantendrá un mayor juicio de reproche por afectar los derechos de niños, niñas y/o adolescentes, dado que el incremento por esa condición de la víctima no sufre modificación alguna si se desecha el citado aumento

[…]

Reitera entonces la Sala que en los delitos de secuestro y homicidio doloso cuando el ofendido es menor de edad, como ocurre en este evento, es posible desechar el aumento que impone el artículo 14 de la Ley 890 de 2004, pero solo si el llamado a responder opta por aceptar su culpabilidad por vía del preacuerdo o el allanamiento” 
.

Al descender al caso objeto de estudio, observa la Sala que por parte de la Fiscalía y el señor JCRM debidamente asistido se realizó una negociación preacordada, cuya finalidad era la aceptación de cargos en el delito contra la vida cometido en contra de un menor de edad, y la única contraprestación que recibiría a cambio sería que la pena a imponer se tasaría sin el incremento contemplado en la Ley 890/06, es decir, estaría comprendida entre 300 y 480 meses de prisión, y no de 400 a 600 meses a la que se haría merecedor de tenerse en cuenta tal normativa.
Es claro que de conformidad con la línea jurisprudencial en cita, que a la fecha de manera pacífica se halla consolidada frente a dicho tema, contrario a lo sostenido por la funcionaria de primer grado, la negociación celebrada por la Fiscalía con el procesado se encuentra ajustada a derecho y por ende no existía motivo alguno para no impartirle aprobación, máxime que en el presente asunto, como lo señaló la defensa, la aceptación de cargos por la vía del preacuerdo se realizó en forma libre, voluntaria, consciente y debidamente ilustrado.
De igual manera, la circunstancia que por parte de la falladora se inaplique el incremento punitivo a que alude el canon 890/04, no comporta realmente una compensación punitiva a favor del investigado, como situación que en efecto está vedada por el art. 199 de la Ley 1098/06 tratándose de delitos como el homicidio doloso contra un menor de edad, sino que, por el contrario, se trata de UN DERECHO en cabeza del justiciable habida consideración al sistema de pesos y contrapesos que orienta el sistema con tendencia acusatoria.

En consecuencia, al desaparecer la razón que fundamenta el aumento punitivo, se torna desproporcionada su imposición, como así lo ha sostenido la jurisprudencia -SP, 37761 de 2015-, y por ende debe tenerse en consideración para la dosificación punitiva la pena sin tal incremento, misma que también contempla circunstancias de agravación derivadas de la minoría de edad de la víctima. En otras palabras, NO ES QUE SE ESTÉ PATROCINADO UN INDEBIDO DECRECIMIENTO DE LA PENA -como lo aseguró la juzgadora-, sino que SE EVITÓ UN INDEBIDO INCREMENTO DE LA MISMA -como al unísono lo pregonan todas las partes e intervinientes-.
Por las razones expuestas, no le queda alternativa diferente al Tribunal que revocar el proveído examinado en cuanto se improbó el preacuerdo al que llegó la Fiscalía General de la Nación con el procesado, y en su lugar se admitirá la negociación en esos particulares términos, a consecuencia de lo cual la funcionaria deberá dar vía libre a la celebración de la audiencia contenida en el canon 447 CPP, y procederá con fundamento en los cargos aceptados a emitir el fallo de mérito que en derecho corresponda.  
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, REVOCA la decisión proferida por la Juez Cuarta Penal del Circuito de Pereira (Rda.), y en consecuencia se aprueba el preacuerdo celebrado por la Fiscalía con el procesado JCRM. 

Esta providencia queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno.
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
� CSJ STP, 24 sep. 2013, Rad. 69478. 


� Cfr. CSJ SP, 30 abr. 2014, Rad. 41157; CSJ SP, 4 mar. 2015, Rad. 37761; CSJ SP, 16 nov. 2016, Rad. 47612, entre otras.
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